
Santiago, trece de diciembre de dos mil diecinueve.

Vistos y teniendo presente:

Primero: Que  en  estos  antecedentes  RIT  N°  O-19559-2019,  RUC  N° 

1910059040-1, provenientes del Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, sobre 

crímenes y  simples  delitos  de Seguridad Interior  del  Estado,  caratulados  “Luis 

Felipe  Guevara  Stephens  contra  Dauno  Tótoro  Navarro”,  el  querellante  en  su 

calidad de Intendente de la Región Metropolitana de Santiago, representado por 

su abogado don Jorge Bofill  Genzsch,  ha interpuesto  recurso de apelación  en 

contra  de  la  resolución  de  fecha  18  de  noviembre  de  2019,  que  declaró 

inadmisible la querella interpuesta por su parte, por el delito contemplado en el 

artículo 4° letra a) de la Ley de Seguridad del Estado.

En síntesis, indica que, a través del medio de comunicación  “La Izquierda 

Diario” se  publicó  con  fecha  23 de octubre  del  año  en  curso  las  expresiones 

vertidas por Dauno Tótoro, a quien se identificó en aquel medio como “dirigente 

del partido de trabajadores revolucionarios”, por el que se dirigía a un grupo de 

personas, convocadas en una reunión denominada “asamblea cordón centro”; de 

las imágenes del video publicado y de su audio se da cuenta como éste querellado 

incitó a los asistentes a adoptar medidas de coordinación para una huelga general 

indefinida funcional al derrocamiento del gobierno, señalando que el contexto en el  

que se  encuentra  el  país  es  el  oportuno para  el  logro del  objetivo  planteado.  

Posteriormente, en el mismo discurso, el señor Tótoro enfatiza que la “caída” del 

Presidente  de la  República  y  de  su  gobierno  debe ser  total,  de  modo que  el  

resultado  de  dicho  proceso  no  se  viera  controlado  por  institución  alguna  del 

Estado. Añade que, la reacción a estas palabras por los presentes fue de corear:  

“¡A La Moneda! ¡A sacar a Piñera!”

Refiere  que,  con fecha 28 de octubre  de 2019,  el  propio Dauno Tótoro 

reiteró la incitación a hacer caer el gobierno, afirmando, además, poseer o bien los 

medios o la convicción para alcanzar dicho objetivo, a través de su cuenta en la 

red social Facebook, de la que adjunta una captura de pantalla.

Señala,  a  continuación  que,  la  resolución  recurrida  estableció  que,  de 

acuerdo a lo dispuesto en el artículo 114 letra c) del Código Procesal Penal, los 

hechos  se  enmarcan  en  el  legítimo  ejercicio  de  la  libertad  de  expresión 

consagrado en la Constitución Política y los tratados internacionales de derechos 

humanos ratificados por Chile,  no constituyendo delito lo relatado y declarando 

inadmisible el libelo.

Manifiesta el apelante que, la señalada resolución le causa agravio y que 

los hechos narrados describen conductas de alzamiento político o promoción de 
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guerra civil, al incitar e inducir al derrocamiento del gobierno constituido, los que 

subsumen en el ilícito del artículo 4° letra a) de la Ley de Seguridad del Estado.

Agrega que, no se está cuestionando la libertad de expresión que es un 

derecho fundamental, pero tal libertad tiene límites; uno de ellos es la honra a las  

personas y el respeto de las instituciones básicas de la democracia, no pudiendo 

el Tribunal a quo prescindir de esto.

Concluye solicitando se revoque la resolución recurrida, resolviendo, en su 

lugar, que se declara admisible la querella.

Segundo: Que, asimismo, se acumuló al conocimiento de este recurso de 

apelación, un segundo medio de impugnación de la misma naturaleza, según se 

ordenó por resolución dictada por esta Corte con fecha 3 de diciembre de 2019.

En este  recurso  de apelación,  presentado por  el  apoderado  de la  parte 

querellante  se ataca la resolución  pronunciada con fecha 25 de noviembre de 

2019 del Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, por la que se negó lugar a 

declarar  la  implicancia  del  Juez  don  Daniel  Urrutia  Labreaux  para  seguir 

conociendo de esta causa.

Lo  anterior,  en  atención  a  que  el  señalado  magistrado  incurrió,  en  su 

concepto, en la causal de implicancia del artículo 195 N° 8 del Código Orgánico de 

Tribunales, puesto que, asumiendo que los hechos de la querella son efectivos les 

otorgó una calificación jurídica como hechos típicos que no serían ilícitos, pues 

concurriría una causal  de justificación  como lo es  la del  artículo 10 N° 10 del  

Código Penal, estando frente al ejercicio de un legítimo derecho de libertad de 

expresión consagrado en la Constitución Política y los Tratados Internacionales de 

Derechos Humanos ratificados por Chile.

Agrega que, en la decisión recurrida de fecha 25 de noviembre de 2019, el  

Juez señor Urrutia sostiene que es imposible entender que se haya manifestado 

dictamen; sin embargo, en opinión del recurrente aquello no resulta efectivo, en la 

medida que, con la calificación efectuada por éste magistrado en cuanto a que los 

hechos  relatados  en  la  querella  serían  el  legítimo  ejercicio  de  la  libertad  de 

expresión,  como podría,  en caso de acogerse el  primero de estos recursos de 

apelación y declararse admisible la querella, intervenir el mismo Juez actuando 

imparcialmente respecto de cualquier petición que se le formule en la causa.

Dado  lo  expuesto,  termina  solicitando  que  se  revoque  esta  segunda 

resolución apelada de fecha 25 de noviembre de 2019, declarando en su lugar 

que, el mencionado Juez de Garantía señor Daniel Urrutia Labreaux se encuentra 

afectado por la causal de implicancia del artículo 195 N° 8 del Código Orgánico de 
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Tribunales y que, por ello, se encuentra impedido de seguir interviniendo en esta 

causa.

Tercero: Que en cuanto a la resolución apelada de fecha 18 de noviembre 

de 2019 que declaró inadmisible la querella presentada por el señor Intendente de 

la Región Metropolitana de Santiago por el delito previsto y sancionado en la letra 

a) del artículo 4° de la Ley de Seguridad del Estado, dirigida en contra de Dauno 

Tótoro Navarro, se pronunció lo siguiente: “Vistos: Que atento a lo dispuesto en el  

artículo 114 letra c) del Código Procesal Penal, y desprendiéndose de los hechos  

que  estos  se  enmarcan  en  el  legítimo  ejercicio  de  la  libertad  de  expresión  

consagrada en la Constitución Política del Estado y los tratados internacionales de  

Derechos Humanos ratificados por Chile, no constituye delito lo relatado, por lo  

tanto se declara inadmisible el presente libelo.”

Cuarto: Que habiéndose declarado inadmisible  la  querella  por  no ser  a 

juicio del Tribunal de la instancia constitutivos de delitos los hechos expuestos en 

ella, bien cabe reparar en los alcances del examen efectuado por el Juez a quo, 

en el contexto de las disposiciones contenidas en los artículos 111 y siguientes del 

Código Procesal Penal.

Quinto: Que, conforme a tales preceptos, aparece como suficiente que la 

querella  contemple  una  descripción  de  hechos  que  revistan  caracteres  de 

aparentes delitos, conclusión a la que se arriba especialmente por lo previsto en la 

letra d) del artículo 113 del Código Procesal Penal, en cuanto únicamente exige 

que contenga una “relación circunstancia del hecho, con expresión del lugar, año,  

mes, día y hora en que se hubiere ejecutado, si se supieren.”

Sexto: Que,  de  acuerdo  a  lo  anterior,  cabe  concluir  que  la  resolución 

dictada con fecha 18 de noviembre de 2019, apelada en estos autos, ha excedido 

el ejercicio de subsunción formal esperable en un estudio de admisibilidad de una 

querella, en sede de garantía, desde que ha calificado a priori como no constitutivo 

de delito las acciones desplegadas por el  querellado,  sin que se haya iniciado 

investigación alguna, cuestión de particular relevancia en este caso, en atención a 

la serie de elementos que deben ser considerados en delitos de la naturaleza del  

tipificado  en  la  querella,  sobre  los  cuales  solo  puede  arrojar  resultados  la 

correspondiente  investigación  a  cargo  del  órgano  constitucional  convocado 

específicamente para ello como lo es el Ministerio Público.

Séptimo: Que,  así  las  cosas,  conforme a  los  razonamientos  expuestos 

precedentemente  se hará  lugar  al  recurso  de apelación  deducido por  la  parte 

querellante  del  señor  Intendente  de  la  Región  Metropolitana  de  Santiago, 

conforme se dirá en lo resolutivo de este pronunciamiento.
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Octavo: Que, ahora bien, respecto del segundo recurso de apelación del 

querellante, acumulado a estos autos, el mismo fue interpuesto en contra de la 

resolución dictada con fecha 25 de noviembre de 2019 por el Séptimo Juzgado de 

Garantía de Santiago,  en cuanto no hizo lugar a la solicitud de implicancia del 

señor Juez don Daniel Urrutia Labreaux, todo ello de acuerdo a los fundamentos 

expuestos latamente en la consideración segunda de la presente resolución.

Noveno: Que  la  causal  de  implicancia  alegada  corresponde  a  aquella 

prevista en el numeral 8° del artículo 195 del Código Orgánico de Tribunales, esto 

es,  “Son causas de implicancia: N° 8.- Haber el Juez manifestado su dictamen  

sobre la cuestión pendiente, con conocimiento de los antecedentes necesarios  

para pronunciar sentencia.”

Este motivo requiere para su procedencia, como requisitos copulativos los 

siguientes: a) que el Juez manifieste su dictamen sobre la cuestión pendiente y b) 

que este dictamen sea con conocimiento de los antecedentes necesarios  para 

pronunciar sentencia.

Décimo: Que, en este contexto, bastará señalar para estos sentenciadores 

que la  circunstancia  de haber  manifestado el  señor  Juez  de Garantía  que los 

hechos descritos en la querella presentada no constituyen delito, no importan, en 

esta etapa preliminar procesal, un pronunciamiento anticipado con conocimiento 

suficiente  de  los  antecedentes  para  dictar  sentencia;  ello  en  la  medida  que, 

admitida  a  tramitación  la  querella  de  autos,  como  acontece  en  la  especie, 

necesariamente cualquier gestión posterior se hará sobre la base no sólo de los 

dichos contenidos en la querella incoada en autos, sino que, principalmente, de la 

recopilación de evidencia que sea recogida a través de la investigación que el 

Ministerio Público realice, unido a los demás antecedentes que aporten a esta los 

litigantes en la causa, todos los cuales deberán ser ponderados en su mérito en 

las distintas oportunidades en que la intervención del Juzgado de Garantía sea 

requerida  para  ejercer  el  control  jurisdiccional  de su  competencia  y,  en  último 

término,  toda  esta  evidencia  producida  en  la  investigación  será  examinada 

pormenorizadamente  en  un  juicio  oral  con  las  garantías  pertinentes  de 

imparcialidad que asegura un debido proceso público, oral y transparente, como el 

que se encuentra regulado en nuestro actual Código Procesal Penal.

Undécimo: Que,  de este modo,  no se vislumbra la concurrencia de los 

requisitos  copulativos  establecidos  para  configurar  la  causal  de  implicancia 

reclamada en autos, por lo que la misma será desestimada.
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Por  estas  consideraciones  y  disposiciones  legales  citadas,  en  especial, 

artículos  111  y  siguientes  del  Código  Procesal  Penal  y  artículo  195  N°  8  del  

Código Orgánico de Tribunales, se resuelve que:

I.-  Se revoca la  resolución  de  dieciocho  de  noviembre  de  dos  mil 

diecinueve, dictada por el Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago en la causa 

RIT N° 19.559-2019,  RUC N° 1910059040-1,  y  en  su lugar  se declara  que la 

querella  interpuesta en estos autos  el  16 de noviembre de 2019 es admisible, 

debiendo  el  Tribunal  a  quo  dar  tramitación  a  la  misma  como  en  derecho 

corresponda.

II.-  Se  confirma la  resolución  de  veinticinco  de  noviembre  de  dos  mil 

diecinueve, dictada por el Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago en la causa 

RIT N° 19.559-2019, RUC N° 1910059040-1.

Acordada  las  decisiones  anteriores  contra  el  voto  del  Ministro  señor 

Balmaceda,  quien  fue  de  parecer  de  confirmar  la  resolución  de  dieciocho  de 

noviembre de dos mil diecinueve y de revocar la de veinticinco del mismo mes, 

declarando en su lugar en relación a esta última que el juez del Séptimo Juzgado 

de Garantía de Santiago señor Daniel Urrutia Labreaux se encuentra inhabilitado 

para  conocer  de  este  proceso  por  configurarse  a  su  respecto  la  causal  de 

implicancia del N° 8 del artículo 195 del Código Orgánico de Tribunales, teniendo 

únicamente presente para ello las siguientes consideraciones:

1.-  Que  en  cuanto  al  primer  pronunciamiento,  de  conformidad  con  lo 

dispuesto en la letra c) del artículo 114 del Código Procesal Penal, la querella no 

será admitida a tramitación por el juez de garantía cuando los hechos expuestos 

en ella no fueren constitutivos de delito.

La inteligencia de la norma permite otorgarle una elemental significación, 

cual  es  que  habrá  de  declararse  inadmisible  la  querella  si  el  hecho  que  se 

describe en ella no resulta subsumible en figura típica alguna. Dicho de otro modo, 

deberá disponerse tal inadmisibilidad si aun en un ejercicio mental hipotético en 

que se  tengan  por  ciertos  los  hechos  que se  atribuyen  al  imputado  y  que se 

relatan  en  el  escrito,  resulte  de  todos  modos  imposible  dictar  sentencia 

condenatoria en razón de que el  legislador  no ha tipificado esos hechos como 

delito.

Para  el  ejercicio  anterior  resulta  indispensable  contrastar  la  conducta 

descrita por el tipo penal de que se trate con aquélla narrada en la querella y lo 

cierto es que, en el caso de la especie y en concepto del disidente, las que se 

describen en el escrito del Intendente de la Región Metropolitana no satisfacen -al 
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menos desde el punto de vista objetivo- la descripción de la letra a) del artículo 4° 

de la Ley N° 12.297.

3°.- Que, en efecto, esta última norma dispone que cometen delito contra la 

seguridad interior del Estado los que en cualquiera forma o por cualquier medio, 

se  alzaren  contra  el  Gobierno  constituido  o  provocaren  la  guerra  civil,  y 

especialmente los que inciten o induzcan a la subversión del orden público o a la 

revuelta, resistencia o derrocamiento del Gobierno constituido y los que con los 

mismos fines inciten, induzcan o provoquen a la ejecución de los delitos previstos 

en los Títulos I y II del Libro II del Código Penal, o de los de homicidio, robo o  

incendio y de los contemplados en el artículo 480 del Código Penal.

Por su parte, los hechos descritos en la querella se los hace consistir en las 

expresiones que habría proferido el querellado Dauno Tótoro Navarro en octubre 

del año en curso, durante el desarrollo de una reunión en que participó un grupo 

indeterminado de personas y que se denominó “Asamblea Cordón Centro”, y en 

su cuenta de la red social Facebook. Específicamente, se expone en el escrito, el  

querellado habría expresado que “quería proponer que tenemos que tomar con 

fuerza, en esta coordinación, en esta asamblea, plantear la necesidad de luchar 

por  una huelga general  indefinida.  Para que se vaya Piñera,  para sacar  a  los 

militares de las calles, para sacar a las policías de las calles, para echar abajo a 

este  gobierno  de  criminales,  de  torturadores  y  de  represores.  Y  esa  también 

tenemos que transfórmala en una exigencia, en una exigencia a que lo organicen 

y  que  lo  levanten  la  CUT,  la  CONFECH,  la  CONE,  esos  organismos  que 

convocaron  hoy  a  una  movilización  de  dos  días,  dirigidas  por  organizaciones 

políticas como el Frente Amplio y el Partido Comunista que hoy también quieren 

una mesa de diálogo, que quieren salvarle el pellejo a Sebastián Piñera, que tiene 

un  5%  de  aprobación  y  a  millones  de  personas  en  las  calles  exigiendo  su 

renuncia. Este es el momento de echar abajo al gobierno, porque si no es ahora, 

entonces cuándo. Primero quería proponer esa moción y al mismo tiempo saludar 

que asistan otros compañeros como de la asamblea Territorial  de Yungay.  Me 

parece  que  es  muy  importante  levantar  una  declaración  pública  también 

integrando que es necesario avanzar a la coordinación de todos los sectores, con 

los  compañeros,  y  al  mismo  tiempo  presentar  esa  exigencia  a  estas  mismas 

organizaciones  y  estos  mismos  organismos,  que  se  pongan  a  disposición  de 

levantar estas coordinaciones. Hoy necesitamos una coordinación de base, a lo 

que se han negado dirigentes como Bárbara Figueroa,  que recién después de 

cinco días vino a convocar una marcha donde estuvo hasta las dos de la tarde. 

Mientras nosotros, junto a los jóvenes, el cordón centro, los vecinos de Yungay, 
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resistíamos a la represión, y dice ser un interlocutor válido. Tenemos que avanzar 

a levantar esta coordinación y me parece que tiene que ser una tarea que nos 

propongamos acá. Para fortalecer la movilización y para avanzar a una huelga 

general indefinida”.

Luego  añade  que  el  querellado  habría  manifestado  que  “(…)  al  mismo 

tiempo,  nosotros  queremos  la  caída  de  Piñera  porque  es  responsable,  es 

sostenedor  de  la  herencia  de  la  dictadura  militar  y  también  tiene  las  manos 

manchadas con sangre como hemos visto. Pero no queremos que salga Piñera 

para llegue luego, detrás de él, otro dinosaurio por ejemplo como Jaime Quintana, 

presidente de la cámara del Senado y militante del PPD. Queremos que caiga 

Piñera, queremos que caiga este gobierno y sobre sus cenizas, como bien han 

dicho muchos compañeros y compañeras,  levantar  una asamblea constituyente 

libre y soberana, que no haya ninguna institución del Estado por sobre ella, para 

poner todo en cuestión y acabar con la herencia de la dictadura militar”.

Finalmente,  en la red  social  Facebook el  querellado habría  publicado lo 

siguiente:  “la  respuesta  popular  al  cambio  de  gabinete  del  gobierno  y  a  sus 

migajas fue contundente en Santiago y todo Chile: fuimos nuevamente cientos de 

miles a las calles. ¡Tenemos fuerza para hacer caer a este gobierno de criminales 

y asesinos! Los portuarios ya anunciaron que paralizarán desde mañana. ¡Vamos 

por la huelga general con plan de lucha para derrotar al gobierno!”.

Pues bien,  el  delito  por  el  cual  se querelló  la  Intendencia  de la  Región 

Metropolitana, como se dijo, es el tipificado en la letra a) del artículo 4° de la Ley  

N°  12.927  y  para  decidir  el  asunto  pendiente  evidentemente  debe tenerse  en 

consideración  que  esta  ley  se  denomina  “de  Seguridad  del  Estado”  y  que, 

específicamente, el ilícito en cuestión se ubica en el Título II, que consagra delitos 

contra  la  seguridad  interior  del  Estado.  Principia  el  artículo  4°  señalando  que 

cometen delitos contra la seguridad interior del Estado los que en cualquiera forma 

o por cualquier medio, se alzaren contra el Gobierno constituido o provocaren la 

guerra civil, y especialmente los que ejecutan, entre otras conductas, las de la a) 

ya transcrita. Por consiguiente, para desentrañar qué quiso penalizar el legislador 

indudablemente  debe  considerarse  que  los  tipos  de  los  diversos  literales  del 

artículo 4° importan de uno u otro modo conductas equivalentes a “alzarse contra 

el Gobierno constituido o provocar una guerra civil” y lo cierto es que en concepto  

del disidente no es posible atribuir ese contenido a las acciones que se adjudican 

al querellando, en tanto se le imputa haber propuesto “la necesidad de luchar por  

una huelga general indefinida para que se vaya Piñera (…), para echar abajo a 

este gobierno” o haber expresado que “este es el  momento de echar  abajo al  
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gobierno  porque  si  no  es  ahora  entonces  cuándo”  o  que  desea  “la  caída  de 

Piñera” y otras en la misma línea, máxime si no manifestó la forma o modo preciso 

en que ello habría de tener lugar, que no sea a través de una “huelga general  

indefinida”. Ciertamente se trata de expresiones que puede calificarse de duras o 

fuertes,  pero  de ahí  a  estimarse que objetivamente  tienen por  objeto  incitar  o 

inducir  a  la  subversión  del  orden  público  o  a  la  revuelta,  resistencia  o 

derrocamiento del Gobierno constituido en los términos que persigue sancionar 

penalmente la Ley N° 12.927 y que por lo tanto son constitutivas de delito, es cosa 

diversa.

4°.-  Que  en  relación  al  segundo  pronunciamiento,  en  opinión  de  quien 

disiente el magistrado que declaró inadmisible la querella en razón de estimar que 

los  hechos  narrados  en  ella  no  son  constitutivos  de  delito,  evidentemente 

manifestó  su  parecer  respecto  de la  cuestión  pendiente,  en  tanto  efectuó  una 

calificación jurídica de tales hechos que habiéndose decidido la continuación del 

procedimiento,  puede  ser  eventualmente  llamado  a  realizar  en  otra  etapa  del 

mismo. Debe recordarse que la letra f) del artículo 93 del Código Procesal Penal 

consagra como derecho del imputado, que puede hacer valer hasta la terminación 

del  proceso,  solicitar  el  sobreseimiento  definitivo  de la  causa  y  la  letra  a)  del 

artículo 250 del mismo cuerpo legal dispone que es causal de tal sobreseimiento 

que el hecho investigado no sea constitutivo de delito. Podrá discutirse los efectos 

procesales que genera la declaración de admisibilidad de la querella -que supone 

que el  Juez de Garantía que la resuelve estima que los hechos efectivamente 

constituyen un ilícito penal y más aún en este caso en que el pronunciamiento en 

tal sentido ha sido efectuado por un Tribunal Superior-, pero lo cierto es que, en 

esta hipótesis, el legislador no ha vedado al imputado el ejercicio del derecho a 

pedir el sobreseimiento fundado en la causal de la letra a) del artículo 250 aludido 

y, por consiguiente, el deber del Juez de Garantía de pronunciarse al respecto. En 

tal  escenario,  y sin perjuicio que esa declaración -esto es, si el  hecho es o no 

constitutivo de delito-  podría también concebirse sea necesario  emitirla en una 

sentencia luego de un juicio oral o en el procedimiento abreviado, es indudable, 

como se dijo, que se configura la causal de inhabilidad.

Comuníquese lo resuelto al tribunal a quo.

Redacción  del  abogado integrante  señor  Rieloff  y  de las  disidencias,  su 

autor.

N° 6105-2019 (acumulada N° 6275-2019).
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Pronunciado por la Cuarta Sala de la C.A. de Santiago integrada por los Ministros (as) Jaime Balmaceda E., Gloria

Maria Solis R. y Abogado Integrante Rodrigo Rieloff F. Santiago, trece de diciembre de dos mil diecinueve.

En Santiago, a trece de diciembre de dos mil diecinueve, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original
puede ser validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la
tramitación de la causa.
A contar del 08 de septiembre de 2019, la hora
visualizada corresponde al horario de verano establecido
en Chile Continental. Para Chile Insular Occidental, Isla
de Pascua e Isla Salas y Gómez restar 2 horas. Para
más información consulte http://www.horaoficial.cl
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